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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 21 
de septiembre de 2006, ha exa-
minado el expediente de respon-
sabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación 
presentada a instancia de D. xxxxx, 
y a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 10 de enero de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada a 
instancia de D. xxxxx, representado por yyyyy, debido a los daños sufridos en 
un accidente por el mal estado de la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 13 de enero de 
2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 91/2006, iniciándose el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del Reglamento 
Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de 
septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, correspondió su 
ponencia al Consejero Sr. Madrid López. 
 

Primero.- Con fecha 6 de mayo de 2003, tiene entrada en la Delegación 
Territorial de la Junta de Castilla y León en xxxxx un escrito en el que la 
empresa yyyyy solicita a la Junta de Castilla y León (Servicio Territorial de 
Fomento) la indemnización correspondiente a los daños ocasionados en el 
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vehículo propiedad de su representado, D. xxxxx, como consecuencia del 
accidente sufrido por éste el 4 de enero de 2003, ocasionado –según sus 
propias manifestaciones– por “un socavón situado en la carretera C-xxx a la 
altura de xxxxx, a unos 25 metros de la bifurcación xxxxx y xxxxx (…)”. 
 

Acompaña a su escrito una copia de la factura de reparación del vehículo 
siniestrado por importe de 95,56 euros, así como una fotografía del socavón 
que, según la parte reclamante, provocó el accidente. 
 

La compañía aseguradora reitera su reclamación en fechas posteriores 
(15 de mayo, 26 de junio, 29 de julio y 27 de agosto de 2003), solicitando 
asimismo ser informada de la postura de la Administración respecto de la 
solicitud formulada. 
 

Segundo.- El 20 de octubre de 2003, el Delegado Territorial de la Junta 
de Castilla y León en xxxxx procede al nombramiento de instructora del 
expediente de responsabilidad patrimonial. 
 

Con la misma fecha, la instructora acuerda la apertura del periodo 
probatorio, así como la notificación a la parte reclamante de los trámites 
esenciales del procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado a su 
instancia, a la que se solicita igualmente la aportación de determinada 
documentación. 
 

La instructora solicita a la sección o servicio competente del Servicio 
Territorial de Fomento de León la emisión de un informe sobre el siniestro 
presuntamente producido, y a la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil que 
informe sobre si tiene o no conocimiento del accidente. 
 

Tercero.- El 29 de octubre de 2003 la Guardia Civil del Puesto de xxxxx 
emite un informe en el que manifiesta que “no ha sido confeccionado por 
Fuerzas de este Puesto ni del Puesto de xxxxx, por ser a éste último al que 
pertenece la carretera reseñada a la altura de la localidad de xxxxx. Creemos 
que posiblemente haya sido confeccionado el atestado o informe 
correspondiente por el Equipo de atestados de la Guardia Civil de Tráfico de 
xxxxx”. 
 

Cuarto.- El 25 de febrero de 2004, la técnico del Servicio Territorial de 
Fomento emite un informe sobre la adecuación de los daños cuya 
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indemnización se reclama al siniestro presuntamente producido, en el que se 
concluye que procede desestimar la reclamación formulada. 
 

Quinto.- El 27 de febrero de 2004, notificado el 10 de marzo, se abre el 
preceptivo trámite de audiencia. 
 

Sexto.- El 29 de marzo de 2005 se notifica a la parte reclamante el 
nombramiento de un nuevo instructor del expediente de responsabilidad 
patrimonial, practicado por el Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León 
en xxxxx el día 22 de febrero de 2005. 
 

Séptimo.- El 21 de noviembre de 2005 se elabora la propuesta de 
resolución, en el sentido de que procede desestimar la reclamación. 
 

Octavo.- El 5 de diciembre de 2005, la Asesoría Jurídica de la 
Delegación Territorial informa favorablemente sobre la propuesta de resolución 
indicada. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

Noveno.- Por Acuerdo de 23 de enero de 2006, el Consejo requiere de 
la Consejería de Fomento que complete el expediente con determinada 
documentación. 
 

El 31 de julio de 2006 se recibe en el registro del Consejo Consultivo la 
siguiente documentación, que ha sido incorporada al expediente: 
 

 - Requerimiento efectuado a la parte reclamante a efectos de 
acreditar la representación con la que actúa, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 32.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

 - Informe de 15 de febrero de 2006, del jefe de la Sección de 
Conservación y Explotación del Servicio Territorial de Fomento, en el que 
expone lo siguiente: 
 

  “(…) Desconocíamos la existencia de este evento lesivo así 
como la existencia del presunto socavón, toda vez que este tramo de carretera 
(xxxxx-xxxxx) había estado en `obras de ensanche y mejora del firme´ y en el 
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día de los hechos, la misma estaba en `periodo de garantía´ por lo que la 
responsable a efectos de vialidad es la UTE formada por Dragados FCC, y el 
Director de la misma era D. Antonio Ruiloba afecto a la Dirección General de 
Carreteras de la Consejería de Fomento”. 
 

 - Informe de la Guardia Civil, del Destacamento de xxxxx, de 
fecha 17 de febrero de 2006, en el que se manifiesta que “en los archivos (…) 
no existen datos sobre el siniestro solicitado”. 
 

 - Informe del jefe del Servicio de Planificación, Programación y 
Estudios de la Dirección General de Carreteras e Infraestructuras, de 21 de abril 
de 2006, en el que señala lo siguiente: 
 

  “(…) Las obras de acondicionamiento de la carretera CL-xxx 
se encontraban recibidas desde el 20 de noviembre de 2002, siendo por tanto 
la conservación de la carretera responsabilidad del Servicio Territorial de 
Fomento de xxxxx (…). 
 

  »Tras el tiempo transcurrido y no siendo responsabilidad de 
la Dirección de Obras el mantenimiento de la carretera, no puede informarse al 
respecto de la cuestión solicitada”. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
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No obstante, hemos de destacar negativamente la dilación a que se ha 
visto sometido el presente procedimiento, puesto que la reclamación fue 
interpuesta el 6 de mayo de 2003. Dicho retraso supone una vulneración por la 
Administración de principios y criterios relativos a su actuación recogidos en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, como los de eficacia, celeridad, eficiencia y 
servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de 
conllevar necesariamente la cantidad que como indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración se vaya a conceder al 
reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 
 

Por otro lado, es reprochable que, a pesar del requerimiento por parte de 
este Consejo para que la Consejería de Fomento efectuase el trámite de 
audiencia en debida forma, una vez incorporada al expediente la 
documentación asimismo requerida, no se haya practicado de este modo, tal 
como exige el artículo 11 del Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, es decir, una vez instruido el 
expediente en su totalidad e inmediatamente antes de redactar la propuesta de 
resolución. No obstante, a la vista de la documentación incorporada al 
expediente y dada –como veremos– la falta de acreditación por la parte 
reclamante de los hechos acontecidos, este Consejo Consultivo considera que 
procede entrar a considerar los siguientes requisitos de forma y fondo que 
atañen al expediente. 
 

Por último se hace preciso recordar la necesidad de acomodar el relato 
de los antecedentes de hecho que finalmente recoja la resolución que se dicte, 
a la documentación y actuaciones practicadas en la totalidad del expediente. 
 

3ª.- En lo relativo a los requisitos de capacidad y legitimación, es preciso 
advertir que, a pesar de haber sido requerida para ello en diversas ocasiones a 
lo largo de la instrucción del expediente, la parte reclamante debería acreditar 
su representación antes del dictado de la oportuna resolución, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 32.3 de la referida Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 
 

La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, en virtud de 
lo establecido en los artículos 142.2 de la mencionada Ley 30/1992 y 4.12 del 
Decreto 93/1998, de 14 mayo, de la Consejería de Fomento, por el que se 
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desconcentran atribuciones en los Delegados Territoriales de la Junta de Castilla 
y León. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
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e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación formulada 
a instancia de D. xxxxx, representado por yyyyy, debido a los daños causados 
en su vehículo por la existencia de un socavón en la vía por la que circulaba. 
 

La parte reclamante ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, esto es, antes de transcurrir un año 
desde la fecha del hecho causante. 
 

6ª.- En cuanto al fondo de la cuestión planteada, estima este Consejo 
Consultivo, al igual que los órganos que han informado a lo largo del 
procedimiento, que no existe responsabilidad por parte de la Administración 
autonómica. 
 

La Administración tiene el deber de mantener las carreteras abiertas a la 
circulación pública en condiciones tales que la seguridad de quienes las utilicen 
esté normalmente garantizada. 
 

En cuanto a las normas que regulan la imposición de obligaciones al 
respecto, el artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 
y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, dispone que “corresponde al titular de la vía la 
responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales”. 
 
 El Tribunal Supremo, en Sentencia de 21 de abril de 1998, afirma que 
para que exista responsabilidad en estos casos basta con la existencia de 
factores sin cuya concurrencia no se hubiera producido el resultado, “no siendo 
admisibles, en consecuencia, restricciones derivadas de otras perspectivas 
tendentes a asociar el nexo de causalidad con el factor eficiente, 
preponderante, socialmente adecuado o exclusivo para producir el resultado 
dañoso, puesto que válidas como son en otros terrenos irían en éste en contra 
del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de las administraciones 
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públicas (Sentencias de 5 de junio y 16 de diciembre de 1997). La 
consideración de hechos que puedan determinar la ruptura del nexo de 
causalidad, a su vez, debe reservarse para aquellos que comportan fuerza 
mayor, única circunstancia admitida por la Ley con efecto excluyente, a los 
cuales importa añadir el comportamiento de la víctima en la producción o el 
padecimiento del daño, o la gravísima negligencia de ésta, siempre que estas 
circunstancias hayan sido determinantes de la existencia de la lesión y de la 
consiguiente obligación de soportarla en todo o en parte (Sentencias de 27 de 
abril de 1996 y 7 de octubre de 1997)”. 
 

En el expediente que nos ocupa, constatada la titularidad de la carretera 
por parte de la Administración autonómica, y que las obras ejecutadas en ella 
habían sido recepcionadas por aquélla en fecha anterior al siniestro 
presuntamente producido, es preciso determinar si resultan suficientemente 
probados por la parte que reclama la realidad de los hechos y la relación de 
causalidad, es decir, determinar si, a la vista de los datos resultantes del 
expediente, los daños alegados por la parte reclamante fueron o no 
consecuencia de la existencia de un socavón en la carretera, de forma que el 
nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el funcionamiento 
del servicio y el daño producido. 
 

No ha quedado acreditado, sin embargo, el hecho causante de los daños 
ocasionados en el vehículo propiedad de D. xxxxx, y, por ello, menos aún la 
relación de causalidad entre éstos y el funcionamiento del servicio público; 
dichos extremos sólo encuentran justificación en la afirmación de la parte 
reclamante, lo que no es suficiente para tenerlos como ciertos, máxime si se 
tiene en cuenta la vaguedad e imprecisión de los términos con que se describe 
el siniestro. 
 

No existe en el expediente elemento probatorio alguno que confirme la 
versión ofrecida por la parte interesada, ni tan siquiera con referencia a 
aspectos tan fundamentales como el propio suceso en sí, lo que hace que este 
Consejo Consultivo se pronuncie en el mismo sentido que el contenido en la 
propuesta de resolución. 
 

La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con los 
viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. No 
habiéndose acreditado, pues, la relación de causalidad entre el servicio público 
y el daño, procede desestimar la reclamación al no concurrir los requisitos 
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exigidos por el artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 

Por lo tanto, a la luz de lo expuesto, este Consejo Consultivo considera 
que en el presente caso no debe responder la Administración de los daños y 
perjuicios ocasionados a la reclamante derivados del accidente supuestamente 
sufrido. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada a instancia de D. xxxxx, representado por yyyyy, debido a los daños 
sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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